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INTRODUCCIÓN

La Contraloría de Bogotá, en desarrollo de su función constitucional y legal, señalada en los artículos 227 y 267 de la Constitución Política,  la Ley 42 y el Decreto Ley 1421 de  1993 respectivamente, el Manual de Control Fiscal y  procedimientos ISO 9001-2000 adoptado según Resolución 030 en cumplimiento de su Plan de Auditoría Distrital (PAD) 2003-2004 FASE II, practicó Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Especial a las actividades ejecutadas por el Fondo de Desarrollo Local de Antonio Nariño (FDLAN)  y las Unidades Ejecutivas Locales, entidades ejecutoras en quien el Alcalde Mayor de la Ciudad delegó la facultad para contratar, ordenar los gastos y pagos con cargo al presupuesto de los Fondos de Desarrollo Local. 
La Auditoría se centró en la evaluación de los contratos de comodatos y la contratación suscrita en el segundo semestre de 2003 en el Fondo de Desarrollo Local de Antonio Nariño y las UEL. Los componentes de integralidad seleccionados responden al análisis de la experiencia acumulada de anteriores procesos auditores, los que han permitido establecer  riesgos en la actividad contractual, función en la  cual no se cumple de manera estricta la normatividad y los procedimientos establecidos para el logro de los fines esenciales del Estado.

Así mismo, la línea que audita la contratación del segundo semestre de 2003, se erige como resultado del derecho de petición elevado ante este ente de control, por el Dr. Juan Manuel Ospina, Secretario de Gobierno de la Alcaldía Mayor de Bogotá. 

Dada la importancia  estratégica que el Fondo de Desarrollo Local de Antonio Nariño y las UEL tienen para el sector local y la ciudad, la Contraloría de Bogotá espera que este informe contribuya a su mejoramiento continuo y con ello a una eficiente administración de los recursos públicos, lo cual redundará en el mejoramiento de la calidad de vida de los ciudadanos. 

1.
ANALISIS ESTRATEGICO SECTOR LOCAL

Desde una visión estructural, la gestión del Sector Local engloba un proceso complejo en el cual intervienen diversos actores tales como; el Alcalde Mayor, los Alcaldes Locales, las Juntas Administradoras Locales, los Fondos de Desarrollo Local (con sus funcionarios pertenecientes a la nomina de la Secretaria de Gobierno), Las Unidades Ejecutivas Locales UEL’S, Las instituciones representantes de la comunidad y la comunidad en general.

Por el campo de acción tan amplio en el que se circunscribe la gestión local, se han presentado un sinnúmero de falencias de todo orden en las administraciones locales, pero principalmente, en los procesos de contratación.

Por lo anterior, el tema de la presente auditoria de carácter especial versa sobre la contratación local, lo anterior, teniendo en cuenta las recurrentes irregularidades detectadas en dicho proceso, de acuerdo con los resultados de las auditorias regulares efectuadas por esta Contraloría en anteriores vigencias.

A manera de recuento en cuanto al desarrollo de la contratación local, es importante destacar que el origen de la creación de las UEL (en 1998, durante el Gobierno de Enrique Peñalosa), se sustentó con el argumento de combatir la corrupción imperante en ese momento, en el proceso de contratación surtido en las localidades de forma directa por parte de los Alcaldes Locales, además de la falta de adecuados estudios técnicos, oportunidad e impacto para la comunidad en general en cuanto a la ejecución de los contratos. 

Se esperó que mediante el seguimiento de las actividades de asesoría y asistencia técnica correspondientes a la planeación, programación, revisión y elaboración de componentes técnicos y legales de los proyectos de inversión y de los contratos por suscribir, por parte de las UEL; además de combatir la corrupción, permitiría una mejor gestión en el proceso de contratación. 

Con la expedición del Decreto 022 del 8 de enero de 1998, el Alcalde Mayor suspendió de manera general, la delegación otorgada a los Alcaldes Locales en relación con la contratación de los Fondos de Desarrollo Local. Posteriormente, a fin de precisar las facultades de las autoridades locales, el Alcalde Mayor emitió tres Decretos efectuando delegaciones a dichas autoridades en materia de contratación, estos fueron: El Decreto 121 del 28 de enero, el Decreto 176 del 10 de febrero y el Decreto 359 del 25 de marzo, todos de 1998.

Específicamente, mediante el Decreto 176 del 10 de febrero, se delegó en los Alcaldes Locales las facultades de contratar, ordenar gastos y pagos correspondientes a la Prioridad, en ese entonces, legitimidad Institucional e igualmente la celebración de convenios interadministrativos de cofinanciación y convenios de comodato a través de los cuales se debían entregar a las entidades locales los equipos adquiridos por éstas, sin distinguir si ellos habían  sido adquiridos antes o después de la vigencia  del precitado Decreto.

De otra parte, en el artículo segundo del Decreto 359 del 25 de marzo, se determinó: "Delegar en los Alcaldes Locales la facultad de ordenar los pagos, contratar interventores, suscribir prórrogas, adiciones originadas en obras adicionales y extras, actas de iniciación, suspensión, liquidación y, en general, todas las actividades inherentes a los contratos celebrados en las localidades con anterioridad a la expedición del Decreto 176 de 1998".

Como es evidente, se busco sanear el proceso estructural de contratación con el propósito de definir a posteriori las competencias en cuanto a la capacidad de contratación, deslindando claramente las competencias locales de las de las UEL en materia de contratación; ya que con los anteriores Decretos se delegó a los Secretarios de Despacho, Directores de Departamentos Administrativos y de Establecimientos Públicos, la facultad para contratar, ordenar los gastos y pagos con cargo a los presupuestos de los Fondos de Desarrollo Local, en los programas, subprogramas y proyectos de los Planes de Desarrollo Locales. Delegaciones ratificadas en el Artículo 35 del  Decreto 854 del 2001, que además mantiene y permite la celebración de convenios interadministrativos de cofinanciación, por parte de los Alcaldes Locales. 

En el anterior contexto, en la vigencia 2003 en materia presupuestal, para el cumplimiento de los Planes de Desarrollo, el 50,32% de los presupuestos locales es decir $114.589.7 millones fueron ejecutados por las Unidades Ejecutivas Locales (UEL), mientras que los Alcaldes Locales contrataron directamente un total de $113.135,9 millones, es decir el 49.68% de los recursos de los Planes; de los cuales $78.652.7 millones (34.54%) fueron ejecutados por Convenios Interadministrativos de Cofinanciación y $34.483.2 millones (15.14%) mediante el Objetivo Gestión Pública Admirable, con lo cual se pagan los honorarios, seguros y servicios de salud de los ediles y se adquieren los elementos necesarios para el normal funcionamiento de la administración local y se pagan servicios públicos, entre otros.
Como ha podido establecer esta Contraloría, desde la misma creación e implementación de las UEL en la vigencia 1998, los argumentos que dieron lugar a la recentralización de los recursos, en cuanto a la ejecución de los mismos, por parte de la Administración Central mediante las UEL, se han desvirtuado.

En cuanto al criterio de oportunidad en la ejecución de los proyectos, con el nuevo proceso FDL-UEL, en vez de ajustarse a los trámites normales, la excesiva tramitología ha ocasionado la falta de oportunidad en la ejecución de los proyectos y los contratos derivados de estos. Como ejemplo, el proceso de contratación de los proyectos viabilizados, en su mayoría se realizaron en los meses de noviembre y diciembre del año 2003, en promedio este proceso tardó entre 6 y 8 meses, lo cual determinó que el avance físico y/ ejecución de los proyectos, en su mayoría, se trasladarán a la vigencia 2004. Ya en las UEL, en promedio se toman entre tres (3) y cinco (5) meses para efectuar la correspondiente contratación. 

En materia presupuestal, para la vigencia 2003 el Sector Local contó con un presupuesto acumulado de $352.566.7 millones, de los cuales la inversión directa del período fue de $227.726.5 millones, las Obligaciones por pagar fueron de $122.712.6 millones, (distribuidos en Reservas Presupuéstales, Cuentas por pagar y Pasivos Exigibles), la Disponibilidad Final fue de  $2.127.6 millones.

La ejecución presupuestal global acumulada del sector local en la vigencia 2003 fue de $322.979.0 millones es decir el 91.6% del total de recursos apropiados para el período. Sin embargo, la ejecución efectiva relacionada con las autorizaciones de giro solo alcanzó un total de $171.096.5 millones es decir el 48.5% del total de recursos. De otra parte, los compromisos y reservas alcanzaron un total de $151.882.5 millones lo que representó el 43.1% de los $352.566.7 millones apropiados finalmente para la vigencia. El saldo no ejecutado en la vigencia alcanzó el 9.4% de los recursos apropiados para el período, es decir $31.715.3 millones. 

Lo anterior evidencia el rezago en la ejecución de los presupuestos locales, problema que se ha acrecentado desde el traslado de la competencia de la ejecución de parte de dichos recursos en las UEL, proceso que incide en el incumplimiento y atraso de los objetivos, programas, subprogramas, proyectos y metas establecidas en los Planes de Desarrollo Locales.

Como ejemplo de lo anteriormente mencionado, en la vigencia 2003 en las 20 localidades se incluyeron para ser ejecutados un total de 612 proyectos, de estos el 7,68% es decir 47 proyectos, no fueron ejecutados o sus recursos fueron contracreditados, quedando un total de 566 proyectos, de los cuales tan solo 44 es decir el 7,77% presentaron giros del 100.0% durante la vigencia de 2003; los recursos de los restantes 500 proyectos, es decir el 88,34% quedaron en reservas presupuéstales, lo cual implica el traslado de la ejecución física de estos para la vigencia 2004. 

En relación con la supuesta falta de adecuados estudios técnicos y la posible solución con la implementación del proceso FDL-UEL y de acuerdo con los resultados de la muestra seleccionada en la Auditoria Regular de la evaluación a la vigencia 2003, las principales observaciones, dentro de la línea de contratación, tuvieron que ver con la falta de estudios jurídicos y técnicos previos a la apertura de las licitaciones y celebración de los contratos, con lo cual se desvirtúa la supuesta mejora de dicha irregularidad.
Los procesos de planeación y contratación fueron deficientes e inoportunos, notándose la mayor concentración de los compromisos al final de la vigencia, denotando falencias en la formulación y ejecución de los proyectos, en el cumplimiento de funciones y en el intercambio de información entre los Fondos de Desarrollo Local que tienen la responsabilidad de la expedición de certificados de disponibilidades y registros presupuéstales; formulación de los proyectos; diligenciamiento de las fichas EBI e inscripción en el Banco de Programas y Proyectos; avales de la oficina de planeación local; descripción y análisis de conveniencia; presupuestos de obra y suscripción de convenios Interadministrativos de Cofinanciación y en las UEL donde debían responder por la evaluación de la viabilidad técnica de las solicitudes; devolución de solicitudes no viables para ajuste; selección objetiva para la contratación; suscripción de contratos; solicitud de registros presupuéstales a los FDL y elaboración de relaciones de giro para efectos del pago.

En este orden de ideas, el balance social de las Administraciones Locales indica que estas no cumplen con los objetivos y la misión de mejorar oportunamente el nivel de calidad de vida de la población, dada la falta de oportunidad en la solución de los problemas más sentidos de la comunidad a través del gasto social; por lo tanto, el impacto hacia la comunidad es tardío, por cuanto el bajo índice de ejecución de la inversión y la demora en la ejecución de los proyectos no permite que los habitantes de las localidades solucionen la problemática relacionada con las competencias de las Administraciones Locales en materia de infraestructura vial, salud, seguridad educación y medio ambiente, entre otras, mostrando así un proceso administrativo ineficaz e ineficiente en la gestión local.

De otra parte,  a pesar de la experiencia en el proceso de contratación entre los FDL y las UEL, este no se ha consolidado, y por el contrario hoy son el problema central que ocasiona la deficiente gestión de la inversión en el Sector Local.
Del análisis de información de los FDL y las UEL se estableció que el promedio de días para el envío de los proyectos a las UEL, por parte de los FDL es de 4 meses lo que significa que los proyectos en la vigencia 2002 fueron radicados al finalizar el mes de abril. La viabilización de los proyectos de los 20 FDL se realizó en promedio de  3 meses, después de radicados en las UEL. En estas dos etapas del proceso, ya ha transcurrido el 75.0% del tiempo de la vigencia, lo cual asegura que ya los proyectos no se podrán ejecutar en la vigencia para la cual fueron programados, agravando de una parte el rezago de ejecución presupuestal y física de los proyectos que vienen de vigencias anteriores y de otra, la posibilidad de implementar soluciones efectivas y oportunas  a la problemática de las localidades.

Posteriormente, el tiempo transcurrido entre el aval del proyecto y el perfeccionamiento del contrato por parte de las UEL es de  es de 4 meses, sumando el tiempo de las anteriores etapas ha transcurrido más de una vigencia, es decir, 13 meses, si aún dar inicio a los contratos de los proyectos.

Si se tiene en cuenta el lapso de tiempo transcurrido entre el perfeccionamiento del contrato y su inicio, que es en promedio de (2) dos meses, se puede concluir que en total el proceso de contratación surtido entre los FDL y las UEL se efectúa en aproximadamente 15 meses. 

Por lo evidenciado anteriormente, es indudable que el Modelo FDL-UEL ha influido negativamente en la gestión local, en todas sus áreas, mostrando ineficiencia en la distribución y ejecución de los dineros públicos.
2.
HECHOS RELEVANTES EN EL PERIODO AUDITADO

Los principales hechos relevantes que se suscitaron en la vigencia auditada y que incidieron en el FDLAN relacionados con las Líneas de Auditoria evaluadas durante el presente informe fueron los siguientes:

Para esta vigencia, mediante la Resolución No.05 de marzo18/03, se crea el Comité Técnico de Saneamiento Contable del Fondo de Desarrollo Local de Antonio Nariño, para dar inicio al proceso de saneamiento contable,  dando aplicación a la Ley 716 de diciembre 24/01, Decreto Reglamentario No.1282 de junio 19/02, circular externa No.50 expedida por la Contaduría General de la Nación.  

Mediante la Resolución No.18-A de noviembre 4/03, expedida por la Alcaldía Local,  se crea el reglamento del Comité Técnico de Saneamiento Contable. Pero como se podrá notar en el transcurso de la lectura del presente informe, la implementación de estas Resoluciones no se cumplió a cabalidad, presentándose notorias observaciones respecto a este tema.

3.
DICTAMEN DE AUDITORIA GUBERNAMENTAL CON ENFOQUE 

INTEGRAL MODALIDAD ESPECIAL A LA CONTRATACION
Doctor

LUIS ALFREDO SIERRA GARZA

Alcalde Localidad Antonio Nariño

Ciudad

La Contraloría de Bogotá, con fundamento en los artículos 267 y 272 de la Constitución Política y el Decreto 1421 de 1993, practicó Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Especial a la Contratación del FDL-AN y nueve puntos de control denominados UEL a través de la evaluación de los principios de economía, eficiencia, eficacia y equidad con que administró los recursos puestos a su disposición y los resultados de su gestión. El examen se realizo teniendo como base la contratación suscrita durante el segundo semestre de 2003 y la Contratación de Bienes Entregados a Terceros (Comodatos). Igualmente se comprobó que las operaciones financieras, administrativas y económicas se realizaron conforme a las normas legales, estatutarias y de procedimientos aplicables y la Evaluación del Sistema de Control Interno del área de Contratación.

Es responsabilidad del FDL-AN y de las UEL, el contenido de la información suministrada y analizada por la Contraloría de Bogotá. La responsabilidad del Organismo de Control consiste en producir un informe integral que contenga el concepto sobre la gestión adelantada por la administración de la entidad  

El informe contiene aspectos administrativos, financieros y legales que una vez detectados como deficiencias por el equipo de auditoría, serán corregidos por la Administración, lo cual contribuye al mejoramiento continuo de la organización y por consiguiente en la eficiente y efectiva  producción y/o prestación de servicios en beneficio de la ciudadanía, fin último del control.

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con las normas de Auditoría Gubernamentales, compatibles con las de General Aceptación, así como con las políticas y los procedimientos de Auditoría, establecidos por la Contraloría de Bogotá; por lo tanto, requirió, acorde con ellas, de planeación y ejecución de trabajo, de manera que el examen proporcione una base razonable para fundamentar los conceptos y la opinión expresada en el informe integral. La auditoría  incluyó el examen sobre la base de pruebas selectivas, de las evidencias y documentos que soportan la gestión de la entidad, de las cifras presentadas en los Estados Contables  y el cumplimiento de las disposiciones legales, así como la adecuada implementación y funcionamiento del Sistema de Control Interno a la Contratación.

Concepto sobre Gestión y Resultados

Una vez realizado el análisis respectivo a la evaluación de la contratación realizada durante el segundo semestre de 2003 se encontraron una serie de observaciones respecto al manejo inadecuado de las carpetas donde reposan los documentos soportes de la contratación como son la falta de foliado, no se archivan en un orden. Observación que es producto de un deficiente Sistema de Control Interno.

En el contrato No. 76/03 de Diciembre 23 de 2003 de la UEL DAAC, se detecto que debido al cambio de Administración se paralizó una obligación adquirida como es la contratación del interventor a pesar de contar con más de tres meses desde el momento de suscripción del contrato y la fecha de cambio de administración.

Al revisar el contrato 015 de 2003 correspondiente a la UEL IDCT, se evidencio  que la Administración instauro una denuncia penal en contra del contratista  relacionado con la presunta adulteración de unas facturas las cuales fueron presentadas por este como soportes de gastos.  

Con respecto a la evaluación a la contratación de comodatos se constato que el FDLAN no cuenta con una base de datos confiable que relacione los contratos suscritos con las diferentes entidades a las cuales les hizo entrega de bienes de su propiedad, igual anomalía se presento por parte de los comodatarios de: Colegio María Montessori,   Colegio Guillermo León Valencia, Colegio Atanasio Girardot y Hospital Olaya hoy Hospital Rafael Uribe Uribe. 

El FDLAN cuenta con la instalación del sistema Winsaf, software  informativo del área de almacén responsable del control de inventarios, comprobándose que la identificación de los bienes entregados a terceros queda registrado, sin especificar el número del contrato lo que hace dispendiosa la información para efectos de verificaciones y comprobaciones exhaustivas, que acrediten y confirmen su procedencia.

En la verificación física de los bienes entregados a terceros, el Fondo no cuenta con inventarios físicos firmados entre las partes, como tampoco se evidencia el aseguramiento de los mismos. Incumpliendo lo establecido en el numeral 2.3.3 referente a la Administración y Control de los Bienes  - Funciones,  en su inciso primero y numeral 12 del Manual de Procedimientos Administrativos y Contables para el Manejo y Control de los Bienes en los Entes Públicos del Distrito Capital, expedido mediante Resolución No. 001 del 20 de septiembre de 2001, por el 

Contador General de Bogotá  y el parágrafo de la cláusula quinta de los contratos de comodatos.

No se dio cabal cumplimiento  en el diseño de mecanismos de control para efectuar seguimiento a los Bienes Entregados a Terceros en calidad de Comodato, registrados en la Contabilidad  en la cuenta 192005,  de conformidad con lo pactado entre las partes según la cláusula novena de los contratos que hacen  referencia a la restitución de los bienes una vez terminado el uso o deterioro de los mismos, de conformidad con el Manual de Procedimientos Administrativos y Contables para el Manejo y Control de los Bienes Públicos del Distrito Capital, expedido mediante Resolución No. 001 del 2001 por el Contador de Bogotá, toda vez que se cuenta con un Comité de Inventarios, sin embargo no ejerza las funciones de autocontrol como se evidencia en las actas suministradas por la Administración a esta Unidad de Control.

Por lo anterior, se deduce que el FDLAN no ha adoptado plenamente procedimientos que garanticen un adecuado Sistema de Control Interno en el área de contratación como lo establece la Resolución 0128 de febrero 13 de 2003 expedido por la Secretaria de Gobierno,  lo cual incide que en la adquisición y uso de los recursos no se manejen criterios de economía, eficiencia y eficacia.

A fin de que la labor de auditoria conduzca a que se emprendan acciones de mejoramiento de la gestión pública, el FDLAN y las UEL deben diseñar un plan de mejoramiento que permita solucionar las deficiencias y minimizar el riesgo de ocurrencia de situaciones similares en los procesos de contratación futuros, documento que debe ser remitido a la Contraloría de Bogotá, dentro de los quince días siguientes al recibo de la presente.

El Plan de Mejoramiento debe detallar las medidas que se tomaran respecto de cada uno de los hallazgos identificados, cronograma en que implementaran los correctivos, responsables de efectuarlos y del seguimiento a su ejecución.

Bogotá D.C.

PEDRO NEL PINEDA ROJAS

Director Desarrollo Local y Participación Ciudadana

4.
RESULTADOS DE LA AUDITORIA

Como resultado de la Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Especial a la Contratación, practicada al FDLAN, se detectaron y comunicaron a la Administración, los hallazgos de auditoría que a continuación se mencionan, de acuerdo con cada una de las dos (2) líneas de Auditoría desarrolladas.

4.1.
CONTRATACIÓN FDL-UEL

Para efectuar la evaluación a la línea de auditoria de la contratación suscrita durante el segundo semestre del 2003 por el Fondo de Desarrollo Local de Antonio Nariño y las diferentes UEL,  se tomo una muestra selectiva de 27 contratos de los cuales 18 correspondían a las Unidades Ejecutivas Locales y 9 al FDLAN.

De la auditoria adelantada se encontró un (1) presunto hallazgo hallazgo disciplinario el cual se describen a continuación:

4.1.1.
Contratación UEL DAAC

4.1.1.1. Contrato: No. 76/03. Diciembre 23 de 2003

Contratista: Consorcio Unión Temporal

Objeto: El contratista se compromete a ejecutar por el sistema de precios unitarios fijos las obras de construcción, terminación y adecuación del salón comunal del barrio Ciudad Jardín. Contrato de Obra Pública.

Plazo: 5 meses

Valor: $214.643.000

Observación: Después de 7 meses y medio de suscrito el contrato no se había contratado el interventor. 

La Administración responde: “La demora en la contratación del Interventor obedeció principalmente a un factor primordial, como es el cambio de administración lo que conlleva a una cierta parálisis de la misma, porque no se puede pretender que una vez posesionados los nuevos mandatarios, procedan inmediatamente a realizar contrataciones que pueden afectar la transparencia de los procesos y de esta manera transgredir las normas con las consecuencias que ello conlleva. Adicionalmente a ello se debe tener en cuenta que para la fecha de suscripción del contrato de obra (23 de diciembre de 2003) el Fondo de Desarrollo Local de Antonio Nariño no contaba con los recursos necesarios para la contratación de la Interventoría. En el mes de enero el interventor del Fondo salio a disfrutar un periodo de vacaciones, situación que retrazo la elaboración de los términos de referencia, toda vez que  la parte técnica de los mismos, debe ser redactada por el. Posteriormente, se elaboraron los términos de referencia que revisten cierta complejidad por cuanto se debían publicar en la página Web de contratación. Con todo ello y teniendo en cuenta que el Alcalde saliente se encontraba desarrollando todas aquellas actividades para la entrega de informes de gestión en razón a la entrega de su cargo, esta situación produjo retraso en la apertura de la Convocatoria, la cual se abrió un mes y medio después de la posesión de los alcaldes locales, que como se dijo anteriormente no proceden inmediatamente a realizar contrataciones sin un conocimiento somero de las mismas. ”

No se acepta, la respuesta por cuanto como se dijo inicialmente al iniciar un contrato de obra se debe simultáneamente iniciar proceso de contratación de la Interventoría y si el FDLAN a la fecha de suscripción del contrato de obra (23 de diciembre de 2003), no contaba con los recursos debidos, si los tenia al inicio de la vigencia fiscal siguiente de 2004, es decir 10 días después por lo cual va pertinente el inicio de las acciones de contratación de la Interventoría de dichas obras y no dejar transcurrir mas de seis (6) meses para hacerlo, se ratifica por lo tanto el hallazgo disciplinario por posible incumplimiento del numeral 1 del Art. 26 y el numeral 4 del Art. 25 de la Ley 80 de 1993, en concordancia con el numeral 1 del Art. 34 de la ley 734 de 2002.

4.1.2.
RESULTADO DE LA EVALUACION DEL PROCESO FDL-UEL

Como resultado de la evaluación realizada al proceso de contratación FDL-UEL se construyeron los indicadores que se relacionan a continuación, los cuales permitieron medir el tiempo promedio que gasta cada una de las etapas del proceso y de esta forma determinar los niveles de eficiencia y eficacia:

CUADRO 1

TIEMPO PROMEDIO DEL PROCESO FDLAN-UEL

En días

UEL


TIEMPO PROMEDIO ENVIO PROYECTO DEL FDLAN A LA UEL
TIEMPO PROMEDIO VIABILIZACIÓN DEL PROYECTO
TIEMPO PROMEDIO SUSCRIPCION DEL CONTRATO
TIEMPO PROMEDIO PARA INICIO DEL CONTRATO
TOTAL

GOBIERNO
123
128
78
0
329

DAMA
255
111
126
18
510

DABS
123
119
76
0
318

IDRD
28
217
116
60
421

SED
149
220
45
44
458

SALUD
195
23
134
23
375

DAAC
58
210
53
30
351

IDU
88
79
190
90
447

IDCT
155
76
108
11
350

PROMEDIO
130
131
103
31
395

Los resultados del indicador tiempo promedio envió proyecto del FDLAN a la UEL, evidencia que en promedio los proyectos fueron radicados durante los primeros 130 dias de año 2003, situación que demuestra la ineficacia y la falta de gestión de las administraciones locales en la formulación  de sus proyectos afectando de esta manera a las comunidades por cuanto este retraso inicial incide de manera evidente en la oportunidad de la ejecución de los proyectos.

Igualmente, denota la falta de gestión de las UEL  en la asistencia técnica a las administraciones locales correspondiente a la planeación y programación de los proyectos; evidenciándose carencia de coordinación entre los dos principales actores de este proceso
En la viabilización de los proyectos las UEL gastaron en promedio 131 días, lo que nos permite establecer que en esta etapa existe deficiencia de las dos partes,  toda vez que las demoras en el estudio por parte de las UEL  se agrava por la falta de calidad de la información necesaria para la viabilización, generando demoras en la viabilización y por ende retrasos en la ejecución de los mismos.

Las Uel con mayor tiempo en el proceso de viabilización fueron las de SED, IDRD y DAAC con una demora en promedio de más de 7 meses.

El promedio de tiempo utilizado por las UEL para la suscripción del contrato fue de 103 días y sumado este tiempo a los 261 días, resultado de los indicadores  de las anteriores etapas, se obtiene un total de 364 días, que equivalen a casi 12 meses de la vigencia, es decir en diciembre aún no se había dado inicio a la ejecución de los contratos suscritos para el desarrollo de los proyectos viabilizados y contemplados en los planes de desarrollo local, esta anomalía incide en el retraso de la ejecución de los proyectos cuyos resultados impactan negativamente en la obtención de resultados sociales esperados y que podrían coadyuvar a mejorar las necesidades básicas insatisfechas.

Con el indicador  “tiempo promedio para inicio del contrato”, se confirma que en la vigencia 2003, no se dio inicio a la ejecución de los contratos, por cuanto el promedio utilizado por las UEL en esta etapa del proceso fue de un mes, que sumados a los resultados anteriores sobrepasa la vigencia.
El atraso en cada una de las etapas surtidas en las UEL (Ver grafica 1), es lo que conduce a la concentración de la contratación en el último mes del año, situación que se confirma en la inoportunidad de la ejecución de los proyectos, los cuales se ejecutan en muchas ocasiones en los años siguientes al de su programación, lo que, además de un bajo balance social puede generar mayores costos en la ejecución de los proyectos

GRAFICA 1

TIEMPO PROMEDIO DEL PROCESO FDLAN-UEL
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4.2.
EVALUACIÓN A LA CONTRATACION DE COMODATOS

En la evaluación de los contratos de comodato se verificó que estos se encontraran firmados por los funcionarios  facultados de la entidad que entrega los bienes y de la que los recibe, especificando la descripción e identificación del bien o elemento, cantidad, estado, características físicas, y/o técnicas, duración del comodato y uso que se dará al mismo. Igualmente, se comprobó la existencia y vigencia de las pólizas de manejo, factor este que garantiza el amparo de los bienes y que el registro contable derivado de la transacción del contrato de comodato correspondiera a la cuenta Bienes Entregados a Terceros.

Respecto a la selección de la muestra, esta se toma basándose en el listado denominado Saneamiento Contable referente a los Bienes Entregados a Terceros (Comodato), suministrado a esta Unidad de Control Fiscal mediante oficio FDLANJ-204-04 del 28 de julio de 2004, información que se encuentra  refrendada mediante la impresión de la rubrica de la Contadora del Fondo de Desarrollo Local Antonio Nariño.

Como resultado de la verificación y análisis de la información suministrada por el FDLAN se estableció que no se aplicaron mecanismos eficientes de seguimiento y control sobre los bienes entregados a terceros en calidad de comodatos por cuanto se estableció:  

4.2.1.
Del informe de saneamiento contable correspondiente a la cuenta Bienes Entregados a Terceros (Comodatos) y puesto a disposición de esta Unidad de Control Fiscal, se selecciono una muestra por valor de $505.593.338.06 que al ser cotejados con los contratos físicamente relacionados en el mencionado informe, presentan una diferencia de $274.378.563.50, en razón de que según los montos de los contratos que reposan en las respectivas carpetas suman $231.214.774.56. En consecuencia, se emite información que no permite ser verificable como lo  establece  el numeral 1.2.5.5  del Plan General de Contabilidad Pública, relacionado  con las características que debe mantener la información contable para que sea útil en la toma de decisiones. Al respecto El Fondo acepta la observación cuando dice “se tomará atenta nota del hallazgo a fin de Subsanar estas anomalías”. Configurándose un presunto hallazgo administrativo el cual fue validado por el grupo Auditor en mesa de trabajo.

4.2.2. Las siguientes instituciones no cuentan con un inventario físico firmado por las partes: Anexa María Montessori, Nuestra Señora de Sabiduría, Especial Gabriel Turbay, Francisco de Paula Santander, Atanasio Girardot, Normal María Montessori, Cedit Jaime Pardo Leal, Guillermo León Valencia, Hospital San Juan de Dios, Silos Olaya y  Décima Quinta Estación de Policía. En consecuencia no se busca incluir la totalidad de los hechos financieros, económicos y sociales de los diferentes entes, característica universal que debe contener la información contable establecida  en el numeral 1.2.4.2 del Plan General de Contabilidad Pública de conformidad con el numeral 11 del capitulo 2.3.3 del Manual de Procedimientos Administrativos y Contables para el Manejo y Control de los Bienes en los Entes Públicos del Distrito Capital, expedido mediante Resolución 001 de 2001 por el Contador de Bogotá. El Fondo acepta la observación cuando dice:” Se están recogiendo las firmas, debido a que en los Colegios están realizando nuevamente la revisión para dar la firma definitiva con el propósito de legalizar los traspasos.”. Situación que configura un presunto hallazgo Administrativo el cual fue validado por el grupo Auditor en mesa de trabajo.

4.2.3. No se evidencia informe por parte del Interventor de los Contratos de Comodatos seleccionados en la muestra. Incumpliendo la cláusula octava del contrato que a  la letra dice:  “Cada 6 meses, el Interventor designado por el Comodante deberá presentar un informe a El Comodante a cerca de la perdida o daño que sufran los bienes entregados en Comodato, con el fin de que el Comodatario efectúen un juicio de responsabilidad y de que recaude el bien perdido ó el daño ocasionado, a fin de destinarlo a la reposición del mismo." . 

Por lo anterior, se incumple con lo establecido en el numeral 1 del artículo 26 de la Ley 80 de 1993, en concordancia con el inciso primero del capitulo 2.3.3 referente a la Administración y Control de los Bienes del Manual de Procedimientos Administrativos y Contables para el Manejo de los Bienes en los Entes Públicos del Distrito Capital expedido mediante Resolución 001 de 2001 por el Contador de Bogotá. Al respecto el Fondo acepta la observación cuando manifiesta  que “se tomará atenta nota del hallazgo a fin de señalar dentro de cada uno de los contratos de comodato, una cláusula que establezca claramente la designación de la Interventoría”. En consecuencia se incumple con lo ordenado en el numeral 1 del Art. 34 de la Ley 734 de 2002, configurándose  en un presunto hallazgo disciplinario validado en mesa de trabajo por el grupo Auditor.

4.2.4. En las carpetas de los contratos no se evidencia acto administrativo,  por medio del cual se designe a un responsable de la Supervisión ó Interventoría de los contratos de Comodatos. Incumpliendo por parte del Comodante la cláusula sexta de los contratos seleccionados en la muestra. Que a la letra dice:                   ” Interventoría: será ejercida por El Comodante, a través de un funcionario que se designe para tal efecto. Es responsabilidad del Interventor informar oportunamente sobre las novedades que se presenten con los bienes dados en Comodato. Para tal efecto, El Comodatario deberá permitir la inspección de los bienes por parte del Interventor, en forma fácil y expedita.”.  

La Administración responde: “De acuerdo con lo señalado en el Decreto 854 de 2001, la supervisión general de los contratos será realizada por el Alcalde Local, función que es indelegable, razón por la cual no se señala específicamente en el contrato por cuanto existe una norma superior que así lo establece.  En cuanto a la designación de Interventor, se tendrá en cuenta para las contrataciones futuras.  Como parte del Plan de Mejoramiento se tomará atenta nota del hallazgo a fin de señalar dentro de cada uno de los contratos de comodato, una cláusula que establezca claramente la designación de la Interventoría.”

El Grupo Auditor en mesa de trabajo no acepta la respuesta dada por el Fondo por cuanto, si bien la función de Interventoría está a cargo del Alcalde Local y ésta es indelegable, la observación tiene que ver precisamente con el hecho de que ésta no se ejerció, toda vez que ni en las carpetas del contrato, ni en los archivos del Fondo ni del Comodatario, aparecen actas de visita o documento que evidencien gestión alguna. Con lo cual se incumple lo establecido en el  inciso primero, y el numeral 11 del capitulo 2.3.3 referente a la Administración y Control de Bienes – Funciones del Manual de Procedimientos Administrativos y Contables para el Manejo y Control de los Bienes en los Entes Públicos del Distrito Capital de lo que se configura un presunto hallazgo administrativo.

4.2.5. Según informe de saneamiento contable las instituciones Hospital San Juan de Dios y Silos del Olaya, hoy Hospital Rafael Uribe E.S.E., presentan saldos de $38.857.378.60 y $79.457.960.00 respectivamente. Información que carece de confiabilidad  toda vez que según oficio radicado en el FDLAN el 1 de diciembre de 2003, por el Hospital en mención,  solicita copia de los contratos de Comodatos que a la fecha de la visita fiscal, realizada el 15 de octubre de 2004, no se habían allegado; se revelan también en el mismo oficio, faltantes por valor de $78.469.411. En consecuencia se incumple con el objetivo De Control a nivel, institucional;  como lo contempla el numeral 1.2.2.2 del Plan General de Contabilidad Pública, para que los recursos se utilicen en forma transparente, eficiente y eficaz. 

La Administración responde: “El año pasado se le entregó la información pertinente a la Almacenista, como también se recibieron algunos elementos que fueron reintegrados por los hospitales y descargados.”
No se acepta la respuesta dada por la administración en razón a que, en visita realizada por los funcionarios de este Grupo de Auditoria al Hospital Rafael Uribe Uribe ESE, se evidencio que mediante oficio No. HRUU-RFAF313-03 firmado por el Gerente de este centro hospitalario y radicado el 1 de diciembre de 2003 en el FDLAN se dio a conocer al Dr. Miguel Francisco Navarrete Sánchez, Alcalde Local de Antonio Nariño, la no existencia en el Hospital ni en la Alcaldía de documentos soportes e idóneos que permitieran establecer derechos ciertos sobre los elementos entregados en comodato, igualmente se menciona que la Dra. Janeth Ibagué, Almacenista del Fondo de Desarrollo, manifestó que convocaría al Comité de Saneamiento Contable de la Alcaldía para tratar este tema ya que la suma de los faltantes asciende a $78.469.411, sin que a la fecha exista evidencia alguna de la respuesta a este oficio ni la convocatoria al Comité de Saneamiento Contable. Situación que configura un posible hallazgo fiscal con incidencia disciplinaria validado en mesa de trabajo con la Subdirección de Fiscalización, toda vez que se incumple con lo establecido en el numeral 21 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002 en concordancia con el articulo 6 de la Ley 610 de 2000. 

4.2.6. Se firmaron actas con establecimientos educativos para la terminación de mutuo acuerdo de contratos de Comodatos sin que estos reposen en el archivo de los contratos del FDLAN, tal es el caso el contrato No. 16 de 1994 del Colegio Gabriel Turbay, No.10 de 1994 del Colegio Francisco de Paula Santander, contrato No. 37 de 1997 del Colegio Jaime Pardo Leal y contratos Nos. 10 de 1994, 13 de 1995, 12 de 1997, 15 de 1995, 03 de 1999, 31 de 1995 del colegio Guillermo León Valencia.  Desconociendo el requisito de Objetividad de la información contable pública por cuanto debe elaborarse a partir de hechos existentes, con base en un conocimiento preciso, seguro, profundo y claro de lo que acontece en un ente público.  El Fondo acepta la observación cuando dice “Se archivarán los respectivos documentos en cada carpeta. Se tendrá en cuenta dentro del plan de mejoramiento”. Situación que configura un presunto hallazgo Administrativo el cual fue validado por el grupo Auditor en mesa de trabajo.
 4.2.7. En la Institución María Montessori, según denuncia No. 2181 del 2 de agosto de 1999, se perdió una impresora Epson por valor de $456.000.00 y un computador DTK por valor de $1.546.980.00, la compañía aseguradora indemnizó a la Secretaría de Educación, sin que a la fecha el Fondo haya recuperado el valor de dichos bienes. En consecuencia, se deben  proteger los recursos del Fondo y buscar su adecuada administración ante posibles riesgos que lo afectan como lo ordena el principio de contabilidad referente a la Esencia sobre la Forma según el numeral 1.2.6.6 del Plan General de Contabilidad Pública. Al respecto el Fondo acepta la observación cuando dice: “el Fondo de Desarrollo Local oficiará a dicha Entidad para que reponga los elementos y una vez se suscriba el Convenio Interadministrativo de Traspaso de Bienes entre la Secretaría de Educación y el Fondo de Desarrollo Local de Antonio Nariño, dichos bienes saldrán definitivamente del inventario de esta Entidad” . Configurándose u posible hallazgo administrativo validado en mesa de trabajo por el grupo auditor. 

4.2.8. No se evidencia soporte documental del aseguramiento de los Bienes Dados a Terceros (Comodatos), como lo establece el Parágrafo de la cláusula quinta de los contratos de Comodato que a la letra dice ”El Comodatario se obliga a constituir una póliza de cumplimiento a nombre del FDLAN para garantizar el cumplimiento general del contrato, el pago de multas y sanciones equivalente al 10% del valor total del contrato y por el término de duración del mismo y cuatro (4) meses más, que asume respecto de su custodia, cuidado, conservación, y mantenimiento, así como respecto a los daños que se lleguen a ocasionar a terceros”.

El Fondo acepta la observación cuando dice: “Se tendrá en cuenta su observación para que en un futuro no se presente esta situación, a fin de salvaguardar los bienes de la entidad de acuerdo con las normas expedidas para tal fin y en cumplimiento de los deberes de cada uno de los servidores públicos.” Situación que se configura y se valida en mesa de trabajo en un presunto hallazgo disciplinario por cuanto se incumple con lo establecido en el numeral 19 del articulo 25 de la Ley 80 de 1993, el inciso primero y numeral 12 del capitulo 2.3.3 referente a la Administración y Control de los Bienes – Funciones del Manual de Procedimientos Administrativos y Contables para el Manejo y Control de los Bienes en los Entes Públicos del Distrito capital expedido por el Contador de Bogotá, en concordancia con el numeral 1 del Art. 34 de la Ley 734 de 2002.

4.2.9. En el Colegio Gabriel Turbay fueron sustraídos 7 Computadores por valor de $16.808.400 como consta en la denuncia No.  0786 instaurada el 18 de febrero de 2000 ante la Fiscalia General, elementos estos que formaban parte del contrato de Comodato No. 10 de 1999; la Compañía Colseguros S.A. liquidó el siniestro a favor de la Secretaría de Educación, sin que a la fecha el Fondo haya recuperado el valor de dichos bienes. En consecuencia, se deben  proteger los recursos del Fondo y buscar su adecuada administración ante posibles riesgos que lo afectan como lo ordena el principio de contabilidad referente a la Esencia sobre la Forma según el numeral 1.2.6.6 del Plan General de Contabilidad Pública. Al respecto el Fondo acepta la observación cuando dice: “el Fondo de Desarrollo Local oficiará a dicha Entidad para que reponga los elementos y una vez se suscriba el Convenio Interadministrativo de Traspaso de Bienes entre la Secretaría de Educación y el Fondo de Desarrollo Local de Antonio Nariño, dichos bienes saldrán definitivamente del inventario de esta Entidad”. Configurándose un posible hallazgo administrativo validado en mesa de trabajo por el grupo auditor.

4.2.10. Para el Colegio Guillermo León Valencia, según contrato de comodato No. 43 de 1995 se adquirió una bomba KSB tipo HC-4 A No. 926536,  cuyo valor registrado en la cláusula segunda del contrato difiere el valor en letras “veinte millones de pesos” con el valor en números ($2.000.000).  Igualmente, se observa que el registro del hecho económico se efectúo por $2.000.000. Generando duda por cuanto no se evidencia un documento que aclare esta situación; en consecuencia, se debe asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información para que esta se registre  en forma exacta, veraz y oportuna como lo establece  el literal e) de los Arts. 2 y 3 de la Ley 87 de 1993. El Fondo acepta lo observado cuando dice: “Se revisaran los archivos documentales con el propósito de establecer el valor exacto de dicho elemento.” Configurándose un presunto hallazgo Administrativo el cual fue validado por el grupo auditor en mesa de trabajo.

4.2.11. El registro de la Tarjeta Individual de Inventarios no contiene una hoja control que evidencie el número del contrato suscrito con una determinada institución; impidiendo conocer con exactitud, cuántos contratos suscribió; Situación que es necesaria para identificar y controlar las operaciones, elaboradas con base en los documentos soportes como lo establece una de las normas técnicas relativas a los libros de contabilidad referente a libros auxiliares Como lo establece el numeral 1.2.7.2. del Plan General de Contabilidad expedido por el Contador General de la Nación. El Fondo acepta la observación cuando dice: “Se solicitará al proveedor del aplicativo, la posibilidad de incluir en la tarjeta individual de inventario el número del contrato, con el ánimo de tener la información oportuna”. Lo cual confirma un posible hallazgo Administrativo que fue validado en mesa de trabajo por el grupo auditor.
ANEXO 1

CUADRO DE HALLAZGOS DETECTADOS Y COMUNICADOS

TIPO DE HALLAZGO


CANTIDAD
VALOR
NUMERACIÓN DE LOS HALLAZGOS

ADMINISTRATIVOS


8
NA
4.2.1.

4.2.2.

4.2.4.

4.2.6.

4.2.7.

4.2.9

4.2.10

4.2.11



FISCALES


1
$78.469.411


  4.2.5

   

DISCIPLINARIOS


4
NA
4.1.1.1

4.2.3.

4.2.5.

4.2.8



PENALES


0
NA


NA.: No aplica
PÁGINA  
20
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